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LÍNEAS ARGUMENTATIVAS.

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. El derecho de acceso                                                                                                                                                          a la información pública se satisface en aquellos casos en que se atienda cada punto de la solicitud de información, haciendo entrega del soporte documental en que conste la información requerida.

DEBERES DE LAS AUTORIDADES. El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano constitucionalmente reconocido. Todas las autoridades en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de respetarlo, protegerlo y garantizarlo.

DE LA GARANTÍA DE PROPORCIONAR LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. Los sujetos obligados tienen el deber de entregar la información solicitada en los términos en los que esta fue generada, poseída o administrada.
DE LAS FOTOGRAFÍAS EN CURRICULUM VITAE. DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE DESEMPEÑEN CARGOS EN LOS QUE SEAN NECESARIOS ACREDITAR LICENCIATURA O MAESTRÍA. El currículum vitae no es un documento oficial como lo es el Título o Cédula Profesional. Sin embargo,  los cargos públicos en los que sea indispensable contar con un grado de estudios como Licenciatura o Maestría, en obviedad de circunstancias se debe contar con Título o Cédula Profesional, por lo que NO es procedente restringir el acceso a la fotografía en el currículum vitae, cuando el dato personal tiene el carácter de público en otros documentos como lo son el Título o Cédula Profesional, mismos que indudablemente deben obrar en los archivos de los Sujetos Obligados por ser inherentes e indispensables para el desempeño de los cargos públicos.
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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; de fecha veintinueve (29) de mayo de dos mil diecinueve.

VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión,         01818/INFOEM/IP/RR/2019 promovido por ------------------------- en su calidad de RECURRENTE, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Toluca en lo sucesivo el SUJETO OBLIGADO, se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes:

[bookmark: _Toc9515480]A N T E C E D E N T E S

1. El día siete (07) de febrero de dos mil diecinueve, se presentó ante el SUJETO OBLIGADO vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense SAIMEX, la solicitud de información pública registrada con el número 00064/TOLUCA/IP/2019 mediante la cual solicitó:

“Buen día infórmenme acerca de - Los ingresos del mes de enero por concepto de agua y predial - Enviar el Curriculum Vitae del Titular de Transparencia del Municipio - Copia de la Certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Publica y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México. Gracias -”.  (Sic)

· Se señaló como modalidad de entrega de la información: a través del SAIMEX.

2. EI SUJETO OBLIGADO el día veintiocho (28) de febrero de dos mil diecinueve emitió respuesta en razón a lo siguiente: 

	Toluca, México a 28 de febrero de 2019 

	Nombre del solicitante: ------------------------------------------- 

	Folio de la solicitud: 00064/TOLUCA/IP/2019 

	

	En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que: 

	

	Con fundamento en los artículos 4, 7, 23 fracción lV, 53 fracciones ll, lV y V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y en atención a su solicitud 00064/TOLUCA/IP/2019 mediante la cual requiere: “Buen día infórmenme acerca de - Los ingresos del mes de enero por concepto de agua y predial - Enviar el Curriculum Vitae del Titular de Transparencia del Municipio - Copia de la Certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Publica y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México. Gracias -” Sic Al respecto, se informa lo siguiente: En cuanto al punto donde solicita “ingresos del mes de enero por concepto de agua”, me permito hacer de su conocimiento que la información no obra en los archivos de este Gobierno municipal, toda vez que el Organismo capta los ingresos por concepto de agua, por lo tanto atendiendo al principio de orientación me permito comentar usted que puede solicitar dicha información al Organismo Agua y Saneamiento de Toluca, por ser sujeto obligado de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Referente a “ingresos del mes de enero por concepto de predial”, se adjunta documento emitido por la Tesorería Municipal. En cuanto a “Curriculum Vitae del Titular de Transparencia del Municipio”, se adjunta documento emitido por la Dirección de Administración. Finalmente “Copia de la Certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Publica y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México”, se adjunta documento emitido por la Dirección de Administración. No obstante en cuanto al Organismo Agua y Saneamiento de Toluca y el Sistema Municipal DIF de Toluca, deberá solicitar dicha información a cada uno de estos organismos, toda vez que son sujetos obligados de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

	

	



3. Para tales efectos, el SUJETO OBLIGADO anexó a su respuesta dos archivos, los cuales serás descritos a continuación:

Respuesta saimex 00064.pdf. Archivo en formato PDF que contiene un oficio de fecha trece (13) de febrero de dos mil diecinueve, signado por el Director de Ingresos, dirigido a la Directora de Contaduría de la Tesorería Municipal, por medio del cual señala que los ingresos recaudados del mes de enero por concepto de impuesto Predial ascienden a un importe de $28, 461, 670 (doscientos ochenta y seis millones cuatrocientos sesenta y un mil seiscientos setenta pesos 00/100 MN), en cuanto a la recaudación por concepto de agua, se informa que dicha Dirección no cuenta con la información, pues es competencia del Organismo de Agua y Saneamiento de Toluca a quien le corresponde dar atención a la misma. 

Saimex 064.pdf. Archivo en formato PDF con número de oficio DRH/146/2019, de fecha trece (13) de febrero de 2019, signado por el Director de Recursos Humanos dirigido a Director General de Administración, por medio del cual señala que respecto al Curriculum Vitae del Titular de Transparencia del Municipio, se envía impreso y en versión pública, asimismo, se señaló que relativo a la solicitud de certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico, Obra Pública y Movilidad, de conformidad en lo dispuesto por los artículos 32, 92, 96, 96 Ter, 95 Quintus, 96 Septies y 113 de la Ley Orgánica Municipal, los servidores públicos mencionados tienen un plazo de seis meses, a partir de que inicien funciones para presentarla, por lo cual no se adjunta dicha resolución. Anexó a ello se remitió el Curriculum Vitae de Lorena Navarrete Castañeda, en el cual se prevé que se testó la fotografía, sin embargo no se anexó el Acuerdo remitido por el Comité de Transparencia en el cual se aprueba su clasificación. 
 
4. El particular, en fecha diecinueve (19) de marzo del presente año, estando en tiempo y forma, interpuso el de revisión que al rubro se indica, en contra de la respuesta del sujeto obligado, señalando lo siguiente:

a) Acto impugnado: “Copia de la Certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Publica y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México”, se adjunta documento emitido por la Dirección de Administración. Como lo refiere en el oficio numero DRH/146/2019, que al presente anexa, en el numeral 3; en donde menciona que los titutlares antes mencionados tienen un plazo de "seis meses" a partir de que inicien sus funciones para presentar la certificcacion. Atendiendo el principio de orientacion le solicito amablemnte me informe en que basa y fundamenta su dicho.”. (Sic)

b) Razones o Motivos de inconformidad: “Con fundamento en los Artículos 32, 96, 113 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, Le solicito la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México, con anterioridad a la fecha de su designación; del Tesorero y Contralor del Ayuntamiento de Toluca.” (Sic) 

5. Se registró el recurso de revisión bajo el número de expediente al rubro indicado, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios se turnó al Comisionado José Guadalupe Luna Hernández, con el objeto de su análisis. 

6. El Comisionado Ponente con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción II de la ley de la materia, a través del acuerdo de admisión de fecha veinticinco (25) de marzo de dos mil diecinueve, puso a disposición de las partes el expediente electrónico vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) a efecto de que en un plazo máximo de siete días manifestaran lo que a derecho convinieran, ofrecieran pruebas y alegatos según corresponda al caso concreto, de esta forma para que el SUJETO OBLIGADO presentara el Informe Justificado procedente. 

7. Es de señalar que con lo que respecta al particular no manifestó lo que a su derecho conviniera y respecto al SUJETO OBLIGADO en fecha tres (03) de abril rindió su informe justificado, el cual se puso a la vista para hacerlo del conocimiento del particular y es descrito a continuación en tenor de lo siguiente; 

INF JUSTIFICADO RR 01818.pdf. Archivo en formato PDF de fecha dos (02) de abril de dos mil diecinueve, remitido por el Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado dirigido al Comisionado Ponente por medio del cual ratificó la información emitida en su respuesta inicial.

RECURSO 01818 ANEXO.pdf. Archivo en formato PDF que consta de seis oficios por medio de los cuales se les pide a las diversas áreas que se le dé contestación a la solicitud de información que ahora nos ocupa. 

8. El Comisionado Ponente decretó el cierre de instrucción mediante acuerdo de fecha veintitrés (23) de mayo de la presente anualidad, y en misma fecha se determinó la ampliación de plazo para resolver el asunto que ahora nos ocupa, por lo que, posterior a ello ordenó turnar el expediente a resolución, misma que ahora se pronuncia; y - - - - - - - - - - - - - - - -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

[bookmark: _Toc9515481]CONSIDERANDO

[bookmark: _Toc9515482]PRIMERO. De la competencia.

9. [bookmark: _GoBack]Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver del presente recurso de conformidad con el artículo: 6, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículos 1, 2 fracción II, 13, 29, 36 fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 7, 9 fracciones I y XXIV, y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc9515483]SEGUNDO. De la oportunidad y procedibilidad del recurso de revisión.

10. El medio de impugnación fue presentado a través del SAIMEX, en el formato previamente aprobado para tal efecto y dentro del plazo legal de quince días hábiles otorgados; para el caso en particular es de señalar que el SUJETO OBLIGADO entregó respuesta el día veintiocho (28) de febrero de dos mil diecinueve, de tal forma que el plazo para interponer el recurso transcurrió del día cuatro (04) de marzo al veinticinco (25) de marzo de dos mil diecinueve; en consecuencia, presentó su inconformidad el día diecinueve (19) de marzo de dos mil diecinueve, por lo que se encuentra dentro de los márgenes temporales previstos en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente. 

11. Por otro lado, el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la Ley de la materia actual, por lo que es procedente que este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, conozca y resuelva el presente recurso.

[bookmark: _Toc9515484][bookmark: _Toc455991148][bookmark: _Toc450120669][bookmark: _Toc461555896][bookmark: _Toc462154385][bookmark: _Toc462660376][bookmark: _Toc462660687][bookmark: _Toc462660766][bookmark: _Toc465264624][bookmark: _Toc465264870][bookmark: _Toc465266520][bookmark: _Toc466302258][bookmark: _Toc466371866][bookmark: _Toc466371925][bookmark: _Toc466377654][bookmark: _Toc478549736][bookmark: _Toc478572850][bookmark: _Toc479238537][bookmark: _Toc461555893][bookmark: _Toc458016386][bookmark: _Toc455743517][bookmark: _Toc454968928]TERCERO. Planteamiento de la Litis.

12.   Es oportuno establecer que el  Recurso Revisión tiene como finalidad reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública en términos del Título Octavo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y determinar la confirmación; revocación o modificación; desechamiento o sobreseimiento; y en su caso ordenar la entrega de la información, respecto a las respuestas o falta de ellas por parte de los Sujetos Obligados.

13. Así de las constancias que obran en el expediente electrónico, se advierte que la particular mediante solicitud de información vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) pidió se le proporcionara la información relativa a:

a) [bookmark: _Hlk9467900]Los ingresos del mes de enero por concepto de agua y predial
b) Curriculum Vitae del Titular de la Unidad de Transparencia
c) Copia de la certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Pública y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México. 

14. El Sujeto Obligado en respuesta señaló que respecto a los ingresos recaudados del mes de enero por concepto de impuesto predial ascienden a un importe de $28, 461, 670 (doscientos ochenta y seis millones cuatrocientos sesenta y un mil seiscientos setenta pesos 00/100 MN), en cuanto a la recaudación por concepto de agua, se informó que dicha Dirección no cuenta con la información, pues es competencia del Organismo de Agua y Saneamiento de Toluca a quien le corresponde dar atención a la misma, del mismo modo remitió el curriculum vitae de la Titular de la Unidad de Transparencia y se señaló que respecto a las certificaciones de los servidores públicos referidos en respuesta, éstos tienen seis meses para presentarla desde que inician su cargo, por lo que aún no se cuenta con las mismas. 

15. De tal manera que el recurrente se inconformó de manera medular por la información incompleta. 

16. Es por ello que, esta ponencia estudiará las actuaciones de las partes, con la finalidad de dictar la resolución correspondiente. 

[bookmark: _Toc9515485]CUARTO. Del estudio y resolución del recurso de revisión.

17. Derivado del Planteamiento de la Litis, se procede a analizar el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico y con ello, este Órgano Garante dicte la resolución correspondiente, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc9515486]a) Fuente Obligacional. 

18. El Derecho de Acceso a la Información Pública es un Derecho Humano reconocido en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 19.2; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13.1; en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Particular del Estado de México. 

19. El Sujeto Obligado debe ser cuidadoso del debido cumplimiento de las obligaciones constitucionales que se le imponen según lo dispone el tercer párrafo del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al señalar la obligación de “promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos”, entre los cuales se encuentra dicho derecho.

20. Por cuanto hace al contenido del artículo 6 segundo párrafo, apartado A. fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el cual establece que “Toda la información en posesión de cualquier autoridad (…) que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”.

21. Luego entonces, el acceso a la información pública es el derecho humano por medio del cual se puede solicitar información pública que generen, administren o posean las autoridades, quienes están obligados a documentar todo acto que derive sus facultades, atribuciones y competencias, siempre prevaleciendo el principio de máxima publicidad.

22. En términos generales, la Ley de Transparencia establece como uno de sus objetivos; garantizar a toda persona el Derecho de Acceso a la Información Pública, mediante procedimientos sencillos, expeditos, oportunos y gratuitos, con la finalidad de mejorar los mecanismos que trasparenten la gestión pública, y promover la mejor toma de decisiones por parte de las autoridades, siendo la difusión de la información en poder de los sujetos obligados la que contribuirá al logro de éste fin. 

23. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley en la materia, señala que “el derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad ni interés jurídico. Toda información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona (…)”.

24. Asimismo, en el artículo 18 de la Ley en comento, los Sujetos Obligados cuentan con la obligación de documentar todos los actos que deriven de sus atribuciones, funciones y competencia, desde su origen, la eventual publicidad y reutilización de la información que generen. 

25. Por lo que, toda la información que sea generada, poseída y administrada por el Sujeto Obligado, es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando en todo momento el principio de “máxima publicidad” de la misma. 

[bookmark: _Toc9515487]b) De la información solicitada y la respuesta del Sujeto Obligado. 

26. Para proceder al análisis del presente asunto, es necesario recapitular que el particular requirió al Ayuntamiento de Toluca la información relativa al:

a) Los ingresos del mes de enero de dos mil diecinueve por concepto de agua y predial.
b) Curriculum Vitae del Titular de la Unidad de Transparencia.
c) Copia de la certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Pública y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México.  

27. Relativo al inciso “a) De los ingresos del mes de enero de dos mil diecinueve por concepto de agua y predial”, el Sujeto Obligado precisó que con respecto al pago por concepto de predial, los conceptos recaudados del mes de enero ascienden a un importe de $28, 461, 670 (doscientos ochenta y seis millones cuatrocientos sesenta y un mil seiscientos setenta pesos 00/100 MN). Sin embargo respecto a la recaudación por concepto de agua, el Sujeto Obligado señaló que no cuenta con la información pues es competencia del Organismo de Agua y Saneamiento de Toluca a quien corresponde dar atención a la misma, por lo que esta Ponencia se pronuncia en atención a lo siguiente: 

28. Por acuerdo del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, por medio del cual el Pleno del Instituto aprueba el padrón de Sujetos Obligados en materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se establece como Sujeto Obligado al Organismo Agua y Saneamiento de Toluca. 

[image: ]

29. Lo mismo se puede observar en el Portal de Información Pública de Oficio Mexiquense. 
[image: ]

30. Ahora bien, de acuerdo con el Bando Municipal de Toluca 2019 en su artículo 43 se establece que el Organismo Agua y Saneamiento de Toluca prestará los servicios de agua potable y alcantarillado en términos del marco jurídico aplicable, esto implica la instalación, mantenimiento y conservación de las redes de agua, su potabilización y distribución, así como la vigilancia de las condiciones sanitarias de las instalaciones y las calidades de agua (…) 

31. El Reglamento Interior del Organismo Público Descentralizado por Servicio de Carácter Municipal denominado Agua y Saneamiento de Toluca, señala en sus artículos 3, 11, 13, 14, 19 y 22 que:

Artículo 3. El Organismo forma parte de la Administración Pública Descentralizada del Municipio, y tiene la responsabilidad de organizar y administrar el funcionamiento, conservación y operación en su respectiva jurisdicción de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con las atribuciones que le otorguen la Ley de Agua para el Estado de México y Municipios y otras disposiciones legales aplicables. 
Artículo 11. Corresponde al Director General, además de las señaladas en la Ley y en otros ordenamientos aplicables, el ejercicio de las siguientes atribuciones. (…)

II. Presentar al Consejo la propuesta de cuotas, tarifas o programas de descuento para el cobro de los servicios de suministro de agua en bloque, drenaje, tratamiento y reúso de aguas residuales tratadas que presta el Organismo; (…)
XIII. Delegar en la unidad administrativa correspondiente, previo acuerdo del Consejo, las facultades de autoridad fiscal que le confiera la legislación en la materia. (…)

Artículo 13. Corresponde a las Unidades Administrativas, el ejercicio de las siguientes atribuciones generales. 
(…)
IV. Proponer al Director General los proyectos de programas anuales de actividades, así como el proyecto de presupuesto de ingresos y egresos del área a su cargo. 
(…)

Artículo 14. (…) Corresponde al Órgano Interno de Control. 
IV. Realizar el análisis de los estados financieros del Organismo. 
VII. Verificar que se remitan los informes correspondientes al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México.

Artículo 19. Corresponde a la Dirección de Administración y Finanzas:
I. Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del Organismo, de acuerdo con las disposiciones aplicables; y representar legalmente en materia fiscal y administrativa al Director General;
II. Establecer las políticas y los procedimientos para administrar eficientemente los recursos financieros del Organismo, ejerciendo el control administrativo, contable y financiero respectivo de acuerdo con los objetivos, lineamientos y estrategias definidas en sus programas. 
VII. Elaborar, analizar, consolidar e informar sobre los estados financieros del Organismo; 
XXII. Presentar al OSFEM, la cuenta pública anual del ejercicio fiscal inmediato anterior, dentro de los primeros quince días del mes de marzo, asimismo, los informes mensuales los deberá presentar dentro de los veinte días posteriores al término del mes correspondiente; 

Artículo 22. Corresponde a la Dirección de Comercialización:
II. Concentrar, validad y retroalimentar información a las áreas involucradas en la función de recaudación, fiscalización y cumplimiento de las obligaciones fiscales;
IV. Emitir estados de cuenta y/o avisos de pago de servicios de agua y drenaje, en los que se describen el momento de los derechos, la actualización, los recargos y multas, en términos de la legislación aplicable. 
VI. Establecer y mantener actualizado el padrón de usuarios del Organismo, así como el importe de los créditos fiscales, verificando sus movimientos y emitiendo bases para su fiscalización;
XI. Coordinar con las áreas administrativas a su cargo y el personal operativo, las funciones de Recaudación, Fiscalización y de Cumplimiento de Obligaciones Fiscales (…) 
XII. Elaborar propuestas de tarifas de suministro del servicio de agua potable y drenaje atendiendo el marco metodológico que para tal efecto establece el Código Financiero del Estado de México y Municipios. 
XXIV. Proponer al Director General las cuotas y tarifas de los derechos por servicio de agua potable, drenaje, tratamiento y reúso de aguas residuales tratadas que se proporcionaran a los municipios, comunidades, núcleos de población, Organismos, fraccionamientos y particulares. 

32. De lo anterior, se puede advertir que el Organismo Agua y Saneamiento de Toluca, cuenta con las facultades, atribuciones y competencia de realizar la recaudación por pago de derechos de agua a través de las áreas que lo integran, por lo que en razón a ello, éste es el Sujeto Obligado al que corresponde dar atención a la solicitud de información, respecto a los ingresos por cobro de agua. Por lo que se dejan a salvo los derechos del particular para que presente una solicitud de información ante el Organismo Agua y Saneamiento de Toluca. 
 
33. Es entonces que respecto a los ingresos del mes de enero del presente año por concepto predial se precisa que este Órgano Garante no está facultado para pronunciarse sobre la veracidad de la información que las autoridades ponen a disposición de los solicitantes, por otro lado en cuanto hace a los ingresos del mes de enero del presente año por concepto de agua, una vez precisado lo anterior se tiene por atendido dicho requerimiento por parte del Sujeto Obligado.

34. Con lo que hace al punto “b) Curriculum Vitae del Titular de la Unidad de Transparencia”, el Sujeto Obligado señaló en respuesta a la solicitud que se enviaba el curriculum vitae en medio impreso y en versión pública, para tal efecto envió un documento en el cual se advierte que se testó la foto de la servidora pública, respecto a los demás datos que lo integran se observa que no obran más datos personales susceptibles de clasificarse como confidenciales, únicamente el documento versa, en información educativa y desarrollo profesional. 

35. Es necesario referir que el currículum vitae se integra de elementos como información personal, es decir, fotografía, fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, e-mail; estudios realizados; experiencia laboral; cursos, capacitaciones y actividades extra laborales; capacitaciones académicas; y reconocimientos docentes.

36. Los servidores públicos al ejercer actos de autoridad, recibir o ejercer recursos públicos trae como consecuencia que el régimen de protección de sus datos personales sea menor que el de una persona que no realiza actos de autoridad, ni recibe ni ejerce recursos públicos. Esto, en razón que la ciudadanía se encuentra facultada para buscar, recibir y difundir toda aquella información que se derive del ejercicio de las facultades, funciones y competencias que llevan a cabo todos los servidores públicos adscritos a los Sujetos Obligados, sin excepción alguna. 

37. En el documento remitido en respuesta se aprecia que la fotografía del servidor público fue testada. No obstante, este dato personal no actualiza el supuesto de clasificación como confidencial por considerar que su divulgación vulnera la vida íntima del titular.

38. Si bien es cierto, el documento remitido en respuesta contiene la fotografía del servidor público, también lo es que ésta fue testada, restringiendo así el acceso a la parte recurrente.

39. Para determinar de manera fehaciente si es procedente la clasificación, o bien, si procede su entrega es necesario estar a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 148 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios: 

Artículo 148. No se requerirá el consentimiento del titular de la información confidencial cuando:
…	
IV. Por razones de seguridad pública, o para proteger los derechos de terceros, se requiera su publicación; o
…
Para efectos de la fracción IV del presente artículo, el Instituto deberá aplicar la prueba de interés público. Además, se deberá corroborar una conexión patente entre la información confidencial y un tema de interés público y la proporcionalidad entre la invasión a la intimidad ocasionada por la divulgación de la información confidencial y el interés público de la información.

40. En estos casos, debe corroborar una conexión patente entre la información confidencial y un tema de interés público. La fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono,  correo electrónico y fotografía del Titular de la Unidad de Transparencia contenidos en un currículum vitae son datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales. El interés público que existe, radica en que ésta medida permite identificar la relación que tiene la persona que aparece en la fotografía con la experiencia tanto laboral como académica. Lo que además permitirá identificar si la persona titular del currículum vitae es quien brinda sus servicios al Sujeto Obligado.

41. Ahora bien, lo que hace falta determinar es la ponderación de la invasión de la intimidad que ocasionará la divulgación de esa información y el interés público de la información. 

42. Como ya se ha señalado, el interés público consiste en que las personas, conozcan si la trayectoria académica y profesional que se encuentra inmersa dentro del currículum vitae que se emitió, corresponde a la persona que se encuentra brindando sus servicios como Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado.  

43. Lo anterior permitirá saber si la persona a través de la preparación tanto académica como laboral que presume tener, es idónea para ostentar este cargo y asimismo conocer si existe relación entre la información ahí transcrita con la persona que aparece en la fotografía.

44. Para establecer una correcta ponderación de derechos, la doctrina y los intérpretes jurisdiccionales, recomiendan verificar el cumplimiento de tres juicios: el de necesidad, el de idoneidad y el de estricta proporcionalidad. La ausencia de cualquiera de los tres, invalida la invasión del derecho. En este caso, la limitación al derecho a la protección de datos personales tiene que ser acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana,[footnoteRef:1] siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:2] el juicio de idoneidad deberá explicar que la medida permite obtener el fin (constitucionalmente legítimo de acuerdo con el principio de razón suficiente); el de necesidad, a través del cual se debe acreditar que no existan medios alternativos igualmente adecuados o idóneos para la obtención del fin, pero menos restrictivos de los principios afectados; y, por último, el de proporcionalidad en sentido estricto, esto es, que el fin que la efectividad del fin que se persigue se alcance en una medida mayor a la afectación de los principios que sufren restricción, y particularmente, del principio de igualdad.[footnoteRef:3]  [1:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [2:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.]  [3:  Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-520/16. Párr. 1.11] 


45. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido criterios orientadores sobre el procedimiento para desahogar lo que denomina como el test de proporcionalidad, a partir de cuatro etapas: (i) que la intervención legislativa persiga un fin constitucionalmente válido; (ii) que la medida resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional; (iii) que no existan medidas alternativas igualmente idóneas para lograr dicho fin, pero menos lesivas para el derecho fundamental; y, (iv) que el grado de realización del fin perseguido sea mayor al grado de afectación provocado al derecho fundamental por la medida impugnada.[footnoteRef:4] [4:  TEST DE PROPORCIONALIDAD. METODOLOGÍA PARA ANALIZAR MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE INTERVENGAN CON UN DERECHO FUNDAMENTAL. El examen de la constitucionalidad de una medida legislativa debe realizarse a través de un análisis en dos etapas. En una primera etapa, debe determinarse si la norma impugnada incide en el alcance o contenido inicial del derecho en cuestión. Dicho en otros términos, debe establecerse si la medida legislativa impugnada efectivamente limita al derecho fundamental. De esta manera, en esta primera fase corresponde precisar cuáles son las conductas cubiertas prima facie o inicialmente por el derecho. Una vez hecho lo anterior, debe decidirse si la norma impugnada tiene algún efecto sobre dicha conducta; esto es, si incide en el ámbito de protección prima facie del derecho aludido. Si la conclusión es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con la declaración de que la medida legislativa impugnada es constitucional. En cambio, si la conclusión es positiva, debe pasarse a otro nivel de análisis. En esta segunda fase, debe examinarse si en el caso concreto existe una justificación constitucional para que la medida legislativa reduzca o limite la extensión de la protección que otorga inicialmente el derecho. Al respecto, es necesario tener presente que los derechos y sus respectivos límites operan como principios, de tal manera que las relaciones entre el derecho y sus límites encierran una colisión que debe resolverse con ayuda de un método específico denominado test de proporcionalidad. En este orden de ideas, para que las intervenciones que se realizan a algún derecho fundamental sean constitucionales debe corroborarse lo siguiente: (i) que la intervención legislativa persiga un fin constitucionalmente válido; (ii) que la medida resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional; (iii) que no existan medidas alternativas igualmente idóneas para lograr dicho fin, pero menos lesivas para el derecho fundamental; y, (iv) que el grado de realización del fin perseguido sea mayor al grado de afectación provocado al derecho fundamental por la medida impugnada. En este contexto, si la medida legislativa no supera el test de proporcionalidad, el derecho fundamental preservará su contenido inicial o prima facie. En cambio, si la ley que limita al derecho se encuentra justificada a la luz del test de proporcionalidad, el contenido definitivo o resultante del derecho será más reducido que el contenido inicial del mismo. (TA) Tesis: 1a. CCLXV/2016 (10a.) Primera Sala de la SCJN. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, pág. 902.] 


46. Por lo que podemos apreciar que las fases primera y segunda de las propuestas por la Segunda sala de la SCJN, corresponden con el juicio de idoneidad; mientras que el tercero corresponde al juicio de necesidad y el último propuesto por la Primera Sala de la SCJN es similar al de proporcionalidad en sentido estricto, por lo que empleara la fórmula tripartita que colma la propuesta en cuatro fases de nuestra primera Sala.

a) Primer juicio: el de idoneidad.

47. El principio de idoneidad consiste en que la restricción propuesta sea la idónea para obtener un fin, constitucionalmente legítimo de acuerdo con el principio de razón suficiente. 

48. Según la Primera Sala de la SCJN, esta primera fase del test consiste en identificar si la medida restrictiva persigue una finalidad constitucionalmente válida, además de que debe lograr en algún grado la consecución de su fin, y no debe limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Ahora bien, al realizar este escrutinio, debe comenzarse por identificar los fines que persigue el legislador con la medida, para posteriormente estar en posibilidad de determinar si éstos son válidos constitucionalmente. Esta etapa del análisis presupone la idea de que no cualquier propósito puede justificar la limitación a un derecho fundamental.[footnoteRef:5]  [5:  PRIMERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. IDENTIFICACIÓN DE UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. Para que las intervenciones que se realicen a algún derecho fundamental sean constitucionales, éstas deben superar un test de proporcionalidad en sentido amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, además de que debe lograr en algún grado la consecución de su fin, y no debe limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Ahora bien, al realizar este escrutinio, debe comenzarse por identificar los fines que persigue el legislador con la medida, para posteriormente estar en posibilidad de determinar si éstos son válidos constitucionalmente. Esta etapa del análisis presupone la idea de que no cualquier propósito puede justificar la limitación a un derecho fundamental. En efecto, los fines que pueden fundamentar la intervención legislativa al ejercicio de los derechos fundamentales tienen muy diversa naturaleza: valores, intereses, bienes o principios que el Estado legítimamente puede perseguir. En este orden de ideas, los derechos fundamentales, los bienes colectivos y los bienes jurídicos garantizados como principios constitucionales, constituyen fines que legítimamente fundamentan la intervención del legislador en el ejercicio de otros derechos. (TA) Tesis: 1a. CCLXIII/2016 (10a.) Primera Sala SCJN, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Pag. 915.] 

49. También debemos de considerar que la misma Sala requiere que el examen de idoneidad presupone la existencia de una relación entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el propósito que busca el legislador.[footnoteRef:6] [6:  SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA. Para que resulten constitucionales las intervenciones que se realicen a un derecho fundamental, éstas deben superar un test de proporcionalidad en sentido amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, lograr en algún grado la consecución de su fin y no limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Por lo que hace a la idoneidad de la medida, en esta etapa del escrutinio debe analizarse si la medida impugnada tiende a alcanzar en algún grado los fines perseguidos por el legislador. En este sentido, el examen de idoneidad presupone la existencia de una relación entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el propósito que busca el legislador. Finalmente, vale mencionar que la idoneidad de una medida legislativa podría mostrarse a partir de conocimientos científicos o convicciones sociales generalmente aceptadas. (TA) Tesis: 1a. CCLXVIII/2016 (10a.) Primera Sala de la SCJN, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Pag. 911.] 


50. Lo que nos conduce, en este caso, a preguntarnos: ¿acceder a la fotografía en el currículum vitae del servidor público permite obtener una finalidad constitucionalmente válida? 

51. La finalidad constitucionalmente válida que se persigue para el presente asunto es la de garantizar legalmente la protección más amplia al derecho de protección de datos personales que se contienen en el currículum vitae, dicha información solo le corresponde conocer al titular de la misma, es decir, al servidor público y al Sujeto Obligado.

52. No hay que perder de vista que la parte recurrente está solicitando el currículum vitae de un servidor público quien es Titular de la Unidad de Transparencia de Sujeto Obligado. 

53. Lo anterior, en razón de que el servidor público es un mando medo superior que tiene relación directa con las solicitudes y los solicitantes y que se encuentra inmerso en un campo de especialización del derecho por lo que conocer las aptitudes y actitudes con las que cuenta y saber si cumple o no con el perfil idóneo para ocupar el cargo, requirió el currículum vitae por lo tanto, resulta procedente su entrega.

54. La medida adoptada implica garantizar el derecho a la protección de datos personales o cualquier otra información personal que pudiera contener el documento que fue solicitado. En este caso, como se ha dicho el fin, constitucionalmente legítimo, consiste en verificar que se respete el derecho a la protección de los datos personales, no así acceder a la información pública en poder de los Sujetos Obligados que corresponda a terceros y que además se requiera realizar una investigación y procesamiento de la información para satisfacer los interés de la particular. 

55. En este caso, acceder a la información relacionada fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, correo electrónico y jefes a cargo de empleos anteriores no es un fin constitucionalmente valido en razón de que la información no aporta nada a la rendición de cuentas, sin embargo, el tema de la fotografía, trayectoria académica y laboral, en este caso en particular, son datos personales que a diferencia del resto, aportan un interés por parte de la sociedad al conocer que el servidor público cuenta con la experiencia tanto laboral como académica es la misma que ocupa el cargo como Titular de la Unidad de Transparencia, además de que al ser un servidor público recibe y ejerce recursos públicos, por lo tanto el régimen de protección sobre sus datos personales es menor.

b) Segundo juicio: el de necesidad.

56. El juicio o principio de necesidad, tienen como finalidad acreditar que no existan medios alternativos igualmente adecuados o idóneos para la obtención del fin, pero menos restrictivos de los principios afectados, según el Tribunal Constitucional de Colombia, o bien, corresponde analizar si la misma es necesaria o si, por el contrario, existen medidas alternativas que también sean idóneas pero que afecten en menor grado el derecho fundamental,[footnoteRef:7] según la Primera Sala de la SCJN. [7:  TERCERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA NECESIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA. Para que resulten constitucionales las intervenciones que se realicen a algún derecho fundamental, éstas deben superar un test de proporcionalidad en sentido amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, lograr en algún grado la consecución de su fin y no limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Así, una vez que se ha constatado un fin válido constitucionalmente y la idoneidad de la ley, corresponde analizar si la misma es necesaria o si, por el contrario, existen medidas alternativas que también sean idóneas pero que afecten en menor grado el derecho fundamental. De esta manera, el examen de necesidad implica corroborar, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor intensidad el derecho fundamental afectado. Lo anterior supone hacer un catálogo de medidas alternativas y determinar el grado de idoneidad de éstas, es decir, evaluar su nivel de eficacia, rapidez, probabilidad o afectación material de su objeto. De esta manera, la búsqueda de medios alternativos podría ser interminable y requerir al juez constitucional imaginarse y analizar todas las alternativas posibles. No obstante, dicho escrutinio puede acotarse ponderando aquellas medidas que el legislador consideró adecuadas para situaciones similares, o bien las alternativas que en el derecho comparado se han diseñado para regular el mismo fenómeno. Así, de encontrarse alguna medida alternativa que sea igualmente idónea para proteger el fin constitucional y que a su vez intervenga con menor intensidad al derecho, deberá concluirse que la medida elegida por el legislador es inconstitucional. En caso contrario, deberá pasarse a la cuarta y última etapa del escrutinio: la proporcionalidad en sentido estricto. (TA) Tesis: 1a. CCLXX/2016 (10a.), Primera Sala de la SCJN, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II Pag. 914.] 


57. Razón por la cual en atención a dicho juicio resulta imposible  ordenar la entrega del currículum dejando a la vista información como fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, e-mail, pues es información que se relaciona directamente con la vida íntima del servidor público, por lo tanto su exposición afecta la esfera de privacidad de la que gozan las personas y, en razón de que contiene su domicilio y no solo su privacidad se vería afectada, sino también, la privacidad de su familia, lo cual es un riesgo aún mayor.

58. Por otra parte, la exposición de su fotografía, trayectoria académica y laboral en el currículum vitae resulta procedente por tres razones; 

59. En primer lugar porque la Ley Orgánica Municipal del Estado de México señala en su artículo 32 que:

Artículo 32. Para ocupar los cargos de Secretario, Tesorero, Director de Obras Públicas, Director de Desarrollo Económico, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, o equivalentes, titulares de las unidades administrativas. Protección Civil, y de los organismos auxiliares se deberán satisfacer los siguientes requisitos: 
(…) 
IV. Contar con título profesional y acreditar experiencia mínima de un año en la materia, anta el Presidente o el Ayuntamiento, cuando sea el caso, para el desempeño de los cargos que así lo requieran; y 
(…) 

60. Es así que se advierte que para ocupar un cargo como el del Titular de la Unidad de Transparencia se debe contar con el título profesional, ante tal situación el INAI a través del criterio 15/17 establece lo siguiente:

Fotografía en título o cédula profesional es de acceso público. Si bien la fotografía de una persona física es un dato personal, cuando se encuentra en un título o cédula profesional no es susceptible de clasificarse como confidencial, en virtud del interés público que existe de conocer que la persona que se ostenta con una calidad profesional determinada es la misma que aparece en dichos documentos oficiales. De esta manera, la fotografía contenida en el título o cédula profesional es pública y susceptible de divulgación.	
Resoluciones:
· RRA 3777/16. Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 07 de diciembre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.
· RRA 0047/17 y acumulado. Instituto Federal de Telecomunicaciones. 01 de marzo del 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.
· RRA 1189/17. Servicio de Información Agroalimentaria y Pesquera. 03 de mayo de 2017. Por mayoría, con voto disidente del Comisionado Joel Salas Suárez. Comisionada Ponente Ximena Puente de la Mora.

61. Cabe destacar que el Título Profesional es un documento expedido por instituciones del Estado o descentralizadas, y por instituciones particulares que tenga reconocimiento de validez oficial de estudios, a favor de la persona que haya concluido los estudios correspondientes o demostrado tener los conocimientos necesarios de conformidad con la legislación aplicable, con lo que se atiende la disposición contenida en el segundo párrafo del artículo quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que traslada a la ley la determinación de las profesiones que necesitan título para su ejercicio, la respectiva ley reglamentaria del dispositivo constitucional, en su artículo primero señala la definición que se reproduce en el presente párrafo, mientras que el artículo tercero del mismo ordenamiento condiciona la obtención del título profesional o grado académico equivalente para la obtención de la cédula de ejercicio.

62. En este sentido, el artículo 11 de la ley señalada establece los requisitos que debe reunir el título profesional, entre los cuales se incluye el retrato del interesado como elemento indispensable de identidad de la persona a quien se le expide el documento.

63. Luego entonces, si bien, la parte recurrente  NO requirió el Titulo Profesional del servidor público, también lo es que para ocupar el cargo que ostenta debe contar con éste. 

64. El currículum vitae no cuenta con validez oficial a diferencia del Título Profesional, sin embargo,  los cargos públicos en los que sea indispensable contar con un grado de estudios como Licenciatura o Maestría, en obviedad de circunstancias se debe contar Título Profesional, por lo que NO es procedente restringir el acceso a la fotografía en el currículum vitae, cuando ese mismo dato personal tiene el carácter de público en otros documentos como lo son el Título o Cédula Profesional, mismos que indudablemente deben obrar en los archivos de los Sujetos Obligados por ser inherentes e indispensables para el desempeño de los cargos públicos, en ese sentido, todos los Sujetos Obligados deben adoptar criterios firmes y unificados para dar cumplimiento al Derecho de Acceso a la Información, es decir, si la fotografía de los servidores públicos tiene el carácter de público en el Titulo Profesional, éste mismo dato personal debe ser público en todos los documentos en que se encuentre, pensar lo contrario sería tanto como decir que la clasificación de la información se debe al criterio propio de la persona encargada de verificar la información y no porque ciertamente en una causal de clasificación.

65. La segunda razón por la que resulta necesario que la fotografía en currículum vitae sea pública radica en la naturaleza de los servidores públicos, toda vez que la función primordial del servidor público es dar el adecuado cumplimiento a las obligaciones que se derivan de las leyes de transparencia.  Es así que las personas que aspiran a ocupar cargos de esta índole, están conscientes de que su imagen será conocida, bajo dicha aseveración el tratar que su imagen no sea expuesta, resultaría completamente contradictorio con las funciones propias que realizan dentro del Sujeto Obligado. 

66. Finalmente, la tercera razón entra en contexto porque en el apartado de experiencia laboral del documento, se aprecia que el servidor público actualmente se encuentra laborando para el Ayuntamiento de Toluca, lo que se traduce, que el titular de los datos elaboró el currículum vitae una vez que ya era servidor público y, por voluntad propia insertó su fotografía en el documento, aún y cuando éste elemento no es indispensable para su elaboración, es decir, que el documento puede existir sin que se cuente con las características físicas del titular. 

67. Cabe señalar que la fotografía no puede compararse con otros datos personales que por su naturaleza deben de ser clasificados como confidenciales, es decir, datos personales patrimoniales, sensibles, de salud, de identidad, entre otros, toda vez que hacer públicos estos últimos podría traer como consecuencia un mal manejo de ellos, lo que dejaría en estado de vulneración la seguridad de terceros, seguridad del propio servidor público, o bien, el conocer dicha información podría causar discriminación hacia el titular.

68. Es así que bajo las tres razones antes plasmadas se considera que la fotografía del servidor público en el currículum vitae debe ser pública, toda vez que no afecta la esfera más íntima de su privacidad, así como su trayectoria académica y laboral.

69. Asimismo, con esta medida adoptada se está garantizando de manera absoluta el derecho a la protección de los datos personales concernientes a la esfera más íntima de su titular. El derecho de acceso a la información pública es, como ya se dijo antes, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, una herramienta fundamental para ejercer el control democrático de las gestiones estatales de forma tal que (las personas) puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas, fomentando la transparencia de las actividades estatales y promoviendo la responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión pública.[footnoteRef:8] [8:  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C. No. 151. Párrs. 86 y  87.] 


70. En este caso, acceder a la información relacionada con fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, e-mail puede ser protegida mediante una versión pública correctamente elaborada, es decir, con el correspondiente acuerdo de clasificación emitido por el Comité de Transparencia. 

71. Mientras que por el dato personal de la fotografía y trayectoria laboral y académica resulta procedente su acceso, en razón de las funciones que realiza dentro del Sujeto Obligado pues con ello prevalece el derecho de terceros por conocer si la persona que les se encuentra al mando de la Unidad de Transparencia cuenta con los conocimientos necesarios para desempeñar su labor.

 Tercer juicio: Estricta ponderación.

72. ¿La medida ordenada es la de garantizar la debida protección a la intimidad de la persona? Recordemos que en términos de la Primera Sala de la SCJN, en esta fase del escrutinio es preciso realizar una ponderación entre los beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos que necesariamente se producirán desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados.

73. Finalmente se pone a juicio ambos derechos, tanto el de acceso a la información como el de protección de datos personales, por una parte suponemos la clasificación de fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, e-mail por considerar que su divulgación propicia un estado de vulnerabilidad no solo al titular de los datos sino también a terceros como lo es su familia. Por lo que sobre dichos datos prevalece la protección y confidencialidad, más no se debe perder de vista que el medio menos lesivo a la intimidad es dejar visible sus características físicas contenidas en la fotografía y su trayectoria académica y laboral porque a través de ella se pretende dar certeza a derechos de terceros por conocer si el Titular de la Unidad de Transparencia tiene los conocimientos y preparación idónea, además de que para ocupar el cargo que ostenta es un requisito indispensable tener el grado de licenciatura. 

74. La restricción hecha al derecho de la parte recurrente pretende evitar la invasión a la esfera privada e intimidad de la persona pues en cierta medida resulta ser superior al interés de acceder a la información como fecha y lugar de nacimiento, edad, nacionalidad, domicilio, teléfono, e-mail, toda vez que en los datos personales enunciados NO prevalece el interés público ya señalado de manera absoluta, sino el derecho a la protección de datos personales. 

75. Sin embargo, el medio menos lesivo para el servidor público es la divulgación de su fotografía en el currículum vitae, toda vez que se puede tener acceso a ésta mediante otros documentos que indudablemente obran en los archivos del Sujeto Obligado y, entonces, resultaría totalmente contradictorio restringir el acceso a su fotografía en este caso en particular y permitir posteriormente su divulgación, suponiendo sin conceder, que en un futuro sea solicitado el Título o Cedula Profesional del mismo servidor público.

76. De ese modo se cumple estrictamente con el juicio de proporcionalidad que justifica los motivos y razones por la cuales resulta dable que se deje visible la fotografía, derivado de las funciones propias que realiza y el cargo que ostenta, además del interés de los derechos de terceros. 

77. En consecuencia, se considera que la información que remitió el Sujeto Obligado, al momento de dar respuesta a la solicitud de información, no cumple con las formalidades que establece la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Lo procedente es MODIFICAR la respuesta y ORDENAR la entrega del currículum vitae de la persona señalada en la solicitud, en versión pública, protegiendo cualquier información que conlleve a un riesgo grave y donde se deje a la vista la fotografía del servidor público. Para tal efecto deberá estar a lo dispuesto por el considerando QUINTO que se enuncia en la presente resolución. 

78. Con lo que respecta al punto “c) Copia de la certificación para ocupar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Contralor, Desarrollo Económico y Obra Pública y Movilidad del Ayuntamiento de Toluca y sus organismos descentralizados emitido por el Instituto Hacendario del Estado de México”. El Sujeto Obligado señaló que de conformidad con los artículo 32, 92, 96, 96 Ter, 95 Quintus, 96 Septies y 113 de la Ley Orgánica Municipal, los servidores públicos mencionados tienen un plazo de seis meses, a partir de que inicien funciones para presentarla.

79. Es entonces que para efectos de lo anterior se tiene que el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México señala que:

Artículo 32. Para ocupar los cargos de Secretario, Tesorero, Director de Obras Públicas, Director de Desarrollo Económico, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, o equivalentes, titulares de las unidades administrativas. Protección Civil, y de los organismos auxiliares se deberán satisfacer los siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadano del Estado en pleno uso de sus derechos; 
II. No estar inhabilitado para desempeñar cargo, empleo, o comisión pública. III. No haber sido condenado en proceso penal, por delito intencional que amerite pena privativa de libertad; 
IV. Contar con título profesional y acreditar experiencia mínima de un año en la materia, anta el Presidente o el Ayuntamiento, cuando sea el caso, para el desempeño de los cargos que así lo requieran; y 
V. En su caso, contar con certificación en la materia del cargo que se desempeñará.

80. Es entonces que se tiene que para desempeñar el cargo de Secretario del Ayuntamiento, el artículo 92 establece que se requiere, además de los requisitos establecidos por el artículo 32 los siguientes:

Artículo 92.- Para ser secretario del ayuntamiento se requiere, además de los requisitos establecidos en el artículo 32 de esta Ley, los siguientes: 

I. En municipios que tengan una población de hasta 150 mil habitantes, podrán tener título profesional de educación superior; en los municipios que tengan más de 150 mil o que sean cabecera distrital, tener título profesional de educación superior; 
II. Derogada 
III. Derogada 
IV. Contar con la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie sus funciones.

81. Para el caso del Tesorero Municipal, se requiere: 

Artículo 96.- Para ser tesorero municipal se requiere, además de los requisitos del artículos 32 de esta Ley: 
I. Tener los conocimientos suficientes para poder desempeñar el cargo, a juicio del Ayuntamiento; contar con título profesional en las áreas jurídicas, económicas o contable administrativas, con experiencia mínima de un año y con la certificación de competencia laboral en funciones expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México, con anterioridad a la fecha de su designación; 
El requisito de la certificación de competencia laboral, deberá acreditarse dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones. 
II. Caucionar el manejo de los fondos municipales, por un monto equivalente al uno al millar del importe correspondiente a los ingresos propios del municipio y las participaciones que en ingresos federales y estatales le correspondieron en el ejercicio inmediato anterior; 
III. Derogada 
IV. Cumplir con otros requisitos que señalen las leyes, o acuerde el ayuntamiento

82. Con lo que respecta al Contralor:

Artículo 113.- Para ser contralor se requiere cumplir con los requisitos que se exigen para ser tesorero municipal, a excepción de la caución correspondiente.

83. Respecto al Director de Desarrollo Económico o Titular de la Unidad Administrativa Equivalente, la ley establece lo siguiente: 

Artículo 96 Quintus.- El Director de Desarrollo Económico o Titular de la Unidad Administrativa equivalente, además de los requisitos del artículo 32 de esta Ley, requiere contar con título profesional en el área económico-administrativa, y con experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación. Además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.

84. En relación con el Director de Obras Públicas o Titular de la Unidad Administrativa equivalente, se requiere: 

Artículo 96 Ter.- El Director de Obras Públicas o Titular de la Unidad Administrativa equivalente, además de los requisitos del artículo 32 de esta Ley, requiere contar con título profesional en ingeniería, arquitectura o alguna área afín, y con una experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación. Además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México

85. Para el caso del Director de Desarrollo Urbano y Movilidad de Toluca, se tiene que el artículo: 

Artículo 96. Septies. El Director de Desarrollo Urbano o el Titular de la Unidad Administrativa equivalente, además de los requisitos establecidos en el artículo 32 de esta Ley, requiere contar con título profesional en el área de ingeniería civil-arquitectura; además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie sus funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.

86. De lo anterior se tiene que respecto a la certificación de competencia laboral de los servidores públicos referidos en la solicitud, debe ser entregada dentro de los seis meses siguiente a la fecha en que inicien sus funciones. 

87. Es de precisar que de acuerdo con el artículo 16 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, se tiene que los Ayuntamientos se renovarán cada tres años e iniciarán su periodo del 1 de enero del año inmediato siguiente al de las elecciones municipales ordinarias y concluirán el 31 de diciembre del año de las elecciones para su renovación (…) 

88. Por lo que en razón a lo anterior, la actual administración del Ayuntamiento de Toluca, inició su periodo el uno de enero de dos mil diecinueve y que a la actual fecha aún no se han cumplido los seis meses que la ley les confiere para hacer entrega de la certificación de competencia laboral. 

89. Para ello, es importante traer a colación lo referido en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipio, la cual señala que:

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

 Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

90. Siendo que en razón al precepto legal citado, los Sujetos Obligados únicamente proporcionarán los documentos que tengan en su posesión y obre en sus archivos, del mismo modo, se precisa que este Órgano Garante no está facultado para pronunciarse sobre la veracidad de la información que las autoridades ponen a disposición de los solicitantes; situación que se aleja de las atribuciones de este Instituto máxime que al momento que ponen a disposición ésta, la misma ya tiene carácter oficial, tan es así que queda registrada en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

91. De modo diversos, el recurrente solicitó lo relativo a las certificaciones de competencia laboral de los organismos descentralizados, siendo que el Bando Municipal de Toluca 2019 establece a través de sus artículos 8 y 23 que:

Artículo 8. El escudo del municipio será utilizado exclusivamente por sus órganos, dependencias, organismos autónomos, descentralizados, autoridades auxiliares y consejos de participación ciudadana del Ayuntamiento, debiéndose exhibir en todas las oficinas públicas municipales y en documentos oficiales, así como en los bienes que integran el patrimonio municipal.

Artículo 23. Para la consulta, estudio, planeación y despacho de los asuntos en los diversos ramos de la administración pública municipal, la o el Presidente Municipal se auxiliará de la Secretaría del Ayuntamiento y de las siguientes:
(…)
IV. ÓRGANOS DESCENTRALIZADOS: 

1. El Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Toluca; 
2. El Organismo Agua y Saneamiento de Toluca; y 
3. El Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Toluca.

92. De ello se colige que el Ayuntamiento de Toluca cuenta con tres Organismos Descentralizados, siendo dos de ellos se encuentran señalados en el padrón de Sujetos Obligados de este Órgano Garante que para el caso son; el Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Toluca y el Organismo Agua y Saneamiento de Toluca, no así el Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Toluca. 

93. Por lo que para el caso de los primeros dos, se dejan a salvo los derechos del particular para presentar su requerimiento ante los Sujetos Obligados competentes. Pero para el caso del Director del Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Toluca, y en razón de que el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal establece que los titulares de los organismos auxiliares, deben contar con certificación en la materia del cargo que desempeñarán, este Órgano Garante determina viable ordenar la búsqueda exhaustiva y razonable en las áreas del Sujeto Obligado en las cuales pudiera obrar la información que de manera enunciativa más no limitativa es la Dirección de Recursos Humanos del Sujeto Obligado y en su caso hacer entrega de la:

Certificación de competencia laboral del Director del Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Toluca. 
 
Para el caso de que el Sujeto Obligado no cuente con la información referida éste deberá de manifestar de manera precisa y clara las razones que expliquen las causas por las que no se cuente con la información requerida

[bookmark: _Toc521949107][bookmark: _Toc522209067][bookmark: _Toc523908140][bookmark: _Toc7735907][bookmark: _Toc9515488]QUINTO.  De la elaboración de la versión pública y el acuerdo de clasificación como información confidencial.

94. Es necesario señalar que el Sujeto Obligado deberá elaborar la versión pública de los documentos que entregará en cumplimiento a esta resolución. Por lo que debido a que, en los documentos que se ordenan, se pueden advertir datos personales de carácter confidencial como lo son (fecha y lugar de nacimiento, domicilio particular, Clave Única de Registro de Población, Registro Federal de Contribuyentes, folio o número de credenciales para votar, teléfonos particular, calificaciones o promedios generales, etc); se deberá proceder a realizar la versión pública que deberá guardar sustento en el Acuerdo de Clasificación que para tal efecto emita el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, en el que se deberá fundar y motivar las razones por las cuales determinados datos se eliminan, suprimen o testen.

95. La clasificación total o parcial de la información requerida, mediante solicitud de acceso a la información pública, constituye una restricción al derecho humano de acceso a la información. Como reiteradamente han dicho, diversos órganos jurisdiccionales, ningún derecho es absoluto[footnoteRef:9] aunque cualquier límite o restricción, para ser legítimo, debe reunir con tres requisitos: primero, debe de estar establecida en un ordenamiento legal, antes de su aplicación; debe de corresponder a un fin legítimo y ser estrictamente proporcional con el principio o valor que se pretende preservar.[footnoteRef:10] En este caso, la clasificación total o parcial de la información es un supuesto que tanto la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en adelante, la Ley General, como la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en adelante, la Ley Estatal, establecen, y agotar el procedimiento legalmente establecido, es precisamente lo que permite acreditar el cumplimiento de los otros dos requisitos. [9:  RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Ningún derecho fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten restricciones. Sin embargo, la regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Para que las medidas emitidas por el legislador ordinario con el propósito de restringir los derechos fundamentales sean válidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito constitucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de las garantías individuales con objetivos que puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional, es decir, no basta que la restricción sea en términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, sino que debe ser la idónea para su realización, lo que significa que el fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa debe respetar una correspondencia entre la importancia del fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses constitucionales, en el entendido de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe determinar en cada caso si la restricción legislativa a un derecho fundamental es, en primer lugar, admisible dadas las previsiones constitucionales, en segundo lugar, si es el medio necesario para proteger esos fines o intereses constitucionalmente amparados, al no existir opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer lugar, si la distinción legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento que pueden considerarse proporcionales. De igual manera, las restricciones deberán estar en consonancia con la ley, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, y ser compatibles con la naturaleza de los derechos amparados por la Constitución, en aras de la consecución de los objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrática. 
1a./J. 2/2012 (9a.). Primera Sala. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Pág. 533.  ]  [10:  “67. Según se ha interpretado por la jurisprudencia interamericana, el artículo 13.2 de la Convención Americana exige el cumplimiento de las siguientes tres condiciones básicas para que una limitación al derecho a la libertad de expresión sea admisible: (1) la limitación debe haber sido definida en forma precisa y clara a través de una ley formal y material, (2) la limitación debe estar orientada al logro de objetivos imperiosos autorizados por la Convención Americana, y (3) la limitación debe ser necesaria en una sociedad democrática para el logro de los fines imperiosos que se buscan; estrictamente proporcionada a la finalidad perseguida; e idónea para lograr el objetivo imperioso que pretende lograr”. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión. Párr. 67. ] 
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96. Los artículos 122 y 100 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan que los Sujetos Obligados determinan que la información actualiza alguno de los supuestos de clasificación y que son los titulares de las áreas los encargados de clasificar la información. En consecuencia, son los titulares de las áreas quienes administran la información y los que PROPONEN su clasificación y no el Comité de Transparencia, toda vez que éste únicamente aprueba, modifica o revoca la propuesta de clasificación. Al hacerlo tienen que precisar de qué información se trata (nombre, registro federal de contribuyentes, edad, entre otros) que forme parte de algún documento o el documento que se pretende clasificar (contrato, licencia, póliza, entre otros), señalando el supuesto de clasificación (confidencialidad o reserva).

97. Además, se debe señalar el procedimiento, de los tres que establecen los artículos 132 y 106 de la Ley Estatal y General, respectivamente, por el que se realiza dicha clasificación, a saber, cuando se atiende una solicitud de acceso a la información, porque lo determina una autoridad competente o porque se va a generar una versión pública para cumplir con sus obligaciones.

98. El último de estos requisitos previos consiste en que no se pueden emitir acuerdos de carácter general ni particular, según lo disponen los artículos 134 y 108 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, esto es, no se puede hacer un acuerdo para clasificar de manera general todos los documentos de un expediente o área,  sin individualizar su análisis y tampoco se puede hacer un acuerdo por cada dato que se vaya a clasificar dentro de un documento con diez datos, por ejemplo, susceptibles de ser clasificados.

[bookmark: _Toc7735909][bookmark: _Toc9515490]b) Supuestos de Clasificación.

99. Las disposiciones constitucionales y legales en la materia establecen los dos supuestos generales para clasificar la información: por reserva y por confidencialidad.

100. Los artículos 143 y 116 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan los supuestos para que la información pueda ser clasificada como confidencial:

“I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable; 

II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y 

III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello. 

No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública.”

101. Mientras que los artículos 130 y 105 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan que la aplicación de estos supuestos debe de realizarse de manera restrictiva y limitada, por lo que debe acreditarse que se cumple con esta condición y no se pueden ampliar las excepciones o supuestos de clasificación aduciendo analogía o mayoría de razón.

102. Como consecuencia de lo anterior, el sujeto obligado debe identificar claramente el tipo de información y hacer un juicio de subsunción o encaje[footnoteRef:11] para acreditar que el supuesto de hecho corresponde estrictamente con la hipótesis jurídica. Esto también lo debe de realizar el servidor público habilitado y el titular del área que administra la información. [11:  “De continuo hacemos un tipo de juicios que podemos llamar de encaje, y que dan lugar a enunciados del tipo ‘x es un Y’. Si sabemos o asumimos que todos los objetos o seres que reúnen las propiedades a, b y c pertenecen al conjunto de los J, cada vez que encontramos uno que tiene esas tres propiedades decimos que es un J. Y también incorporamos excepciones, como cuando asumimos que no pertenece a la categoría de los J el ser que tiene la propiedad d, aunque tenga cualesquiera otras. Entonces, de un x que tenga las propiedades  a, b, c y d diremos que no es un J. Todo esto, en verdad, son obviedades, casi perogrulladas, pero veremos que conviene aquí explicitarlas e ir paso a paso.
“También en el campo general de lo normativo realizamos, todo el rato, juicios de encaje, sea respecto de acciones, de estados de cosas o de sujetos. Si en el sistema normativo de referencia asumimos que el homicidio es una acción consistente en matar a otro de modo intencional o imprudente, calificaremos como homicidio la acción por la que A mató a B intencional o imprudentemente…
 “En la teoría jurídica más tradicional, a esos que he llamado juicios de encaje se les llama subsunciones o juicios de subsunción. Subsunciones o juicios de encaje de ese tipo, positivos o negativos, los hacemos sin parar en todo el ámbito de lo normativo, no sólo en el del derecho” GARCÍA AMADO, Juan Antonio. “¿Qué es ponderar? Sobre implicaciones y riesgos de la ponderación” en Revista Iberoamericana de Argumentación, No. 13, 2016. Pp 1-19. ] 


103. El Comité de Transparencia, según lo dispuesto en los artículos 128 y 103 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, y la fracción III del numeral Segundo de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, en adelante los Lineamientos Generales, cuenta con las facultades para aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información que haya propuesto. Por lo tanto, el Comité aprueba modifica o revoca la clasificación.

104. Evidentemente, esta decisión implica una restricción a un derecho humano, por lo tanto, puede generar un agravio al particular y, en consecuencia, es necesario que el acto reúna con los requisitos elementales, entre ellos, que la autoridad que va a emitir el acto de autoridad sea la legalmente facultada para ello, es decir, que cumpla con el principio de reserva de ley,  por lo que no está demás señalar que el artículo 45 de la Ley Estatal, claramente señala que el Comité de Transparencia, legalmente facultado para emitir el acuerdo de clasificación, se integra por el Titular de la Unidad de Transparencia, el responsable del área coordinadora de archivos y el titular del órgano interno de control y el servidor público encargado de la protección de datos personales; integrado siempre por un número impar y que no debe de existir dependencia jerárquica entre sus integrantes. Cualquier otra composición del Comité puede generar vicios de legalidad de origen en el acto que restringe un derecho humano.

105. La decisión de aprobar, modificar o revocar la clasificación deberá de asentarse en un documento que registre la determinación a la que se llegue después de un análisis minucioso a partir de lo propuesto por el Titular del área que administra la información, cuyo análisis debe integrarse en la agenda de los asuntos a tratar en las sesiones, se insiste, a partir de las decisiones adoptadas previamente por los titulares de áreas y que son sujetas a control, en primera instancia, por el Comité de Transparencia. 

106. Como se ha señalado antes, al hacer el juicio de subsunción o encaje entre el supuesto de hecho y la hipótesis jurídica, se debe acreditar la estricta correspondencia entre un elemento y otro. Ahora, en esta parte del procedimiento, que se desahoga en sede del Comité de Transparencia, la ley nos aporta mayores luces para cumplir con dicha acreditación. En los artículos 131 y 105 segundo párrafo de la Ley Estatal y de la Ley General respectivamente, y el lineamiento sexagésimo segundo de los Lineamientos Generales,  al señalar que la carga de la prueba, para justificar las restricciones, corresponde a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación. 

107. De lo anterior, se desprende que para una correcta clasificación total o parcial, esto es determinar los datos que se suprimen en las versiones públicas, es necesario fundar y motivar, de manera correcta, la clasificación; considerando que todo acto que la autoridad pronuncie en el ejercicio de sus atribuciones, debe expresar los fundamentos legales que le dieron origen y las razones por las que se deben aplicar al caso concreto.

108. Han sido vastos los estudios doctrinarios relativos a estos derechos fundamentales y al principio de legalidad en ellos contenidos; como ejemplo, el procesalista José Ovalle Fabela, en su obra “Garantías Constitucionales del Proceso”, refiere que “...la garantía de fundamentación impone a las autoridades el deber de precisar las disposiciones jurídicas que aplican a los hechos de que se trate y que sustenten su competencia, así como de manifestar los razonamientos que demuestren la aplicabilidad de dichas disposiciones, todo lo cual se debe traducir en una argumentación o juicio de derecho. Pero de igual manera, la garantía de motivación exige que las autoridades expongan los razonamientos con base en los cuales llegaron a la conclusión de que esos hechos son ciertos, normalmente a partir del análisis de las pruebas, lo cual se debe exteriorizar en una argumentación o juicio de hecho....”

109. Por su parte, el intérprete judicial del país ha establecido una jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación[footnoteRef:12], en los siguientes términos: [12:  Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, marzo de 1996. Pág 769. Consultado en http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/203/203143.pdf  el viernes 16 de junio de 2017.] 


FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

110. Así, en un acto de autoridad se cumple con la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

111. En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente por qué a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se sienta afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

112. En ese mismo sentido, el numeral trigésimo tercero fracción V de los Lineamientos Generales, precisa que para motivar la clasificación se deben acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar.

113. Ahora bien, para cada caso además de fundar y motivar, se debe identificar con claridad que datos contenidos en las documentales son susceptibles de suprimirse, por ejemplo, si una documental de naturaleza pública como lo es la nómina general, si bien el dato de sus remuneraciones es eminentemente público, no así todos los datos contenidos en dicho documento que son datos personales[footnoteRef:13] del servidor público que no tienen ninguna injerencia en el tema de la transparencia y la rendición de cuentas, por ejemplo, Clave Única de Registro de Población (CURP), Registro Federal de Contribuyentes (R.F.C.), claves de seguros, préstamos o descuentos personales, estos son datos susceptibles de clasificarse como confidenciales mediante una versión pública que deje a la vista los datos que ofrezcan la información requerida.  [13:  Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
 (…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;] 


114. Otro tipo de información confidencial constituyen los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos, así lo define la fracción XXI del artículo 3 de la Ley Estatal.

115. Los artículos 148 y 120 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, establecen que aun tratándose de datos personales, se podrán proporcionar, incluso sin solicitar el consentimiento de su titular, cuando dichos datos correspondan a los siguientes supuestos: 

I. La información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público;
II. Por Ley tenga el carácter de pública;
III. Exista una orden judicial; 
IV. Por razones de seguridad pública, o para proteger los derechos de terceros, se requiera su publicación; o 
V. Cuando se transmita entre sujetos obligados y entre éstos y los sujetos de derecho internacional, en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales, siempre y cuando la información se utilice para el ejercicio de facultades propias de los mismos. 

116. En el caso de lo señalado en la fracción IV, será el Instituto quien deba aplicar la prueba de interés público, considerando también que como recientemente ha discutido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los servidores públicos nos encontramos sujetos a un régimen menor de protección. 

117. Pero si la información que se pretende clasificar como confidencial no se encuentra en los supuestos antes señalados y es posible, se deberá consultar al titular de los datos si permite o no el acceso. De no ser posible, la realización de la consulta, procede, fundando y motivando, la clasificación.

118. Así, con fundamento en lo prescrito en los artículos 5 párrafos décimo séptimo, décimo octavo y décimo noveno de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 2, fracción II; 29, 36 fracciones I y II; 176, 178, 181, 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno emite los siguientes:
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PRIMERO. Son parcialmente fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer por el recurrente en el recurso de revisión 01818/INFOEM/IP/RR/2019 en términos del considerando CUARTO de la presente resolución. 

[bookmark: _Toc460947013]SEGUNDO. Se MODIFICA la respuesta del Ayuntamiento de Toluca y se ORDENA entregar vía Sistema de Acceso a Información Mexiquense (SAIMEX) lo siguiente:


a) Curriculum Vitae del Titular de la Unidad de Transparencia en versión íntegra, remitido en respuesta a la solicitud de información 00064/TOLUCA/IP/2019; y

b) Certificación de competencia laboral del Director del Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Toluca, de ser el caso en versión pública. 



Para efectos del inciso b) se deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49 fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen dentro del soporte documental respectivo objeto de las versiones públicas que se formulen y se ponga a disposición.

Para el caso de que el Sujeto Obligado no cuente con la información referida en el inciso “b)”, éste deberá de manifestar de manera precisa y clara las razones que expliquen las causas por las que no se cuente con la información requerida.  

TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme a los artículos 186 último párrafo, 189 párrafo segundo y 199 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, vigente, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, debiendo rendir a este Instituto el informe de cumplimiento de la resolución en un plazo de tres días hábiles posteriores.

CUARTO. Notifíquese a -------------------------------- la presente resolución.


QUINTO. Se hace del conocimiento de ------------------------------- que de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS ZULEMA MARTÍNEZ SÁNCHEZ, EVA ABAID YAPUR CON AUSENCIA JUSTIFICADA, JOSÉ GUADALUPE LUNA HERNÁNDEZ; JAVIER MARTÍNEZ CRUZ Y LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA EN LA VIGÉSIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DÍA VEINTINUEVE DE MAYO DE DOS MIL DIECINUEVE, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 







	
Zulema Martínez Sánchez
Comisionada Presidenta
(RÚBRICA)

	Eva Abaid Yapur
Comisionada
(AUSENCIA JUSTIFICADA)
	José Guadalupe Luna Hernández
Comisionado
(RÚBRICA)


	Javier Martínez Cruz
Comisionado
(RÚBRICA)
	Luis Gustavo Parra Noriega
Comisionado
(RÚBRICA)

	
Alexis Tapia Ramírez
Secretario Técnico del Pleno
(RÚBRICA)



Esta hoja corresponde a la resolución de fecha veintinueve (29) de mayo de dos mil diecinueve, emitida en el recurso de revisión 01818/INFOEM/IP/RR/2019. 
Página 1 de 69

			Página 12 de 69

image1.png
+

Jwww.infoem.org.my

@ A i nfoem B Le el i manario Judical

Acuerdo mediante el cual se aprueba el padrén
de Sujetos Obligados en materia de
Transparencia y Acceso a la Informacién Péblica
del Estado de México y Municipios

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de
os de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento

Municipio de Lerma

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de
os de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del
pio de Naucalpan de Judrez

os de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de
Nicols Romero
Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del
Municipio de La Paz, México, “OPDAPAS”

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
os de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del
ipio de San Mateo Atenco

Organismo Descentralizado para la Prestacion de los Servicios del
Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Tecmac
Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de
Tenancingo

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de
Tenango del Valle, Estado de México

Organismo Pablico Descentralizado para la Prestacion de los
Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del
Municipio de Tlalnepantla de Baz

10:06 2. m.

A sy Fh





image2.png
@ Acuerdo_Padron SOpaf X [& . Portal de Informacion Pablic: X | + - x
< C @ https//www.ipomexorg.me/portalhtm# G x @ :
Aplicacionss i SAMEX @ INAI i Iwoem @ Legisel o Inico |Crterios de .. {i SARCOEM @ SemsnarioJudical.. gy CEMYES:ingresaral. @ Resoluciones Privad..
T T S T G TR %
Tezoyuca
- Tianguistenco

- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tianguistenco
Timilpan
Tialmanalco
- Tialnepantia de Baz
- Organismo Publico Descentralizado para la Prestacién de los Servicios de Agua Potable,
Alcantarillado y Saneamiento del Municipio de Tialnepantia de Baz
- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tiainepantia de Baz
Tiatiaya
- Toluca
- Organismo Agua y Saneamiento de Toluca
- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Toluca
Tonanitia
Tonatico
- Tultepec
- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tultepec
- Tulttian
- Organismo Pblico Descentralizado para la Prestacion de los Servicios de Agua Potable
Alcantarillado y Saneamiento del Municipio de Tulitian
- Sistema Municipal para el Desarrolo Integral de la Familia de Tultitian
Valle de Bravo
- Valle de Chalco Solidaridad

- Organismo Descentralizado de Agua Potable Alcantarillado y Saneamiento de Valle de Chalco
Solidaridad

- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de a Familia de Valle de Chalco Solidaridad
Villa de Allende
Villa del Carbon
Villa Guerrero

- Vil Victoria

- Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de Ia Familia de Villa Victoria

1e12am
H Q Escribe aqur para buscar Wl





